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El siguiente es el documento presentado por el Magistrado Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso.  El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la respectiva Secretaría.

TEMAS:
DEBIDO PROCESO / ÓRDENES DE COMPARENDO POLICIVAS / IMPROCEDENCIA DE LA NULIDAD / FORMAS Y TÉRMINOS PARA IMPUGNARLAS / AUTONOMÍA JUDICIAL EN MATERIA PROBATORIA.
… el accionante considera quebrantados sus derechos fundamentales en el proceso de imposición de una orden de comparendo por parte de Uniformados de la Policía Nacional, y posteriormente por el Inspector de Policía a quien se le delegó por reparto el conocimiento del proceso verbal abreviado…
Frente a la queja del impugnante la Sala considera que no es necesario efectuar un estudio muy profundo para concluir y asegurar de manera anticipada que la decisión adoptada por el Juzgado de primer nivel estuvo ajustada a derecho, en primer lugar, porque en el caso del accionante no había lugar a adelantar un proceso verbal inmediato, y es que debemos tener en consideración que a voces del artículo 222 de la Ley 1801 de 2016, este solo se da cuando Uniformados de la policía advierten la comisión por parte de los ciudadanos de comportamientos contrarios a la convivencia, siempre que sean éstos sean de su competencia o de los comandantes de estación o subestación de Policía, y los comandantes del Centro de Atención Inmediata de Policía. Ahora bien, si el Uniformado que impone la orden de comparendo avizora que la infracción es de aquellas que son competencia de los Inspectores de Policía, no está avalado para agotar el proceso verbal inmediato, cuando en realidad el que se debe adelantar es el proceso verbal abreviado ante una autoridad distinta, pero ello no obsta para restarle validez a la orden de comparendo, la cual es perfectamente aplicable por los Policiales, según lo estatuido en el artículo 180 Ejusdem…
Acorde con lo anterior, vemos que el accionante insiste en que su deseo era formular su desacuerdo en contra de la orden de comparendo, por ello, según se visualiza arriba, contaba con el término de 3 días hábiles para acudir ante el Inspector de Policía, sin embargo, resulta paradójico que con tanto ahínco el señor Reinaldo se refiera a que los términos son perentorios, y quiera desconocer que esa misma medida también aplica para él…

Afortunadamente aún se cuenta con una solución para zanjar el asunto, que es el agotamiento de la diligencia consagrada en el artículo 223 de la Ley de marras, y si bien es cierto el Inspector 20 de Policía también incurrió eventualmente en una mora para su realización, lo cierto es que no hay en este caso una solución diferente, pues bajo ningún concepto se puede nulitar una orden de comparendo proferida por una autoridad competente en el ejercicio de sus funciones y en contra de la cual el accionante bien pudo desplegar otras acciones en los términos arriba señalados…

Finalmente, la Sala quiere recordarle al accionante que el Juez es el director de esta acción, de allí que el ejercicio probatorio que en este tipo de asuntos se adelante depende de su criterio, de aquello que en su sano arbitrio estime como necesario y pertinente para adoptar una decisión ajustada a derecho…
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ASUNTO:

Se pronuncia la Sala en torno a la impugnación interpuesta por parte del señor REINALDO ANTONIO VILLAMIL MURILLO, accionante en el presente asunto, contra el fallo de tutela proferido por el Juzgado 5º Penal del Circuito de Pereira el 25 de febrero de 2020, con ocasión de la solicitud de amparo promovida por el recurrente en contra de la POLICÍA METROPOLITANA DE PEREIRA y otros. 

ANTECEDENTES:

Narró el accionante que el día 28 de enero hogaño se encontraba inmerso en una discusión verbal con un vecino frente a su domicilio. Al lugar arribó un patrullero de la Policía que se encontraba por el sector, más tarde se sumó un uniformado más, en esa oportunidad se le impuso un comparendo, pero en su sentir, el Policial que suscribió dicho documento no se encontraba capacitado para realizar el “proceso verbal inmediato” consagrado en la Ley 1801 de 2016, dado que incluso tuvo que ser instruido por otros dos patrulleros que llegaron. De igual manera, no fue escuchado en descargos, ni tampoco se le dieron a conocer los recursos que procedían en contra de ese comparendo, en síntesis, para el accionante todo ese procedimiento estuvo afectado por un mal manejo por parte del Policial, vulnerando con ello sus garantías fundamentales. 
El 3 de febrero se presentó en la Inspección de Policía, donde le indicaron que el asunto le había correspondido por reparto a la Inspección 20 Municipal de Policía; al acercarse a dichas instalaciones fue atendido por la Secretaria, quien le pidió su cédula previo a brindarle información; agregó que el Inspector no se encontraba en el Despacho, pese a que era él quien debía adelantar el trámite verbal abreviado; el accionante le expresó su discrepancia con el comparendo a la Secretaria, ella le pidió que regresara en horas de la tarde para entregarle un acta, pero ello no sucedió porque para entonces el Inspector, quien debía suscribirla, tampoco estaba.   
PRETENSIONES:

A la luz de los hechos narrados en precedencia, el accionante pidió que se amparen sus derechos, y como consecuencia de ello, se decrete la nulidad de la orden de comparendo o medida correctiva Nro. 66-01-052912. Además, se oficie a la Procuraduría para que imponga las acciones disciplinarias y medidas correctivas a que hubiere lugar, según su narración de los hechos. 
TRÁMITE DE PRIMERA INSTANCIA:

El Juzgado 5º Penal del Circuito de Pereira admitió la acción mediante auto del 12 de febrero de 2020, en el que ordenó correr traslado del escrito de tutela y sus anexos a la Policía Metropolitana de Pereira, el Comando de Atención Inmediata –CAI 20 DE JULIO-, La Inspección 20 Municipal de Policía de Pereira y la Alcaldía de Pereira, para que ejercieran sus derechos de defensa y contradicción.

Posteriormente, al efectuar el estudio de la situación fáctica planteada, resolvió mediante sentencia del 24 de febrero de 2020 tutelar el derecho fundamental al debido proceso del señor Reinaldo Antonio Villamil, de manera que se le ordenó al Inspector 20 Municipal de Pereira, Calixto Mendoza Quintero, que en un término de 2 días hábiles procediera a realizar las citaciones pertinentes para realizar la audiencia pública de que trata el artículo 223 de la Ley 1801 de 2016, la cual debería realizarse en un tiempo adicional máximo de 5 días hábiles.
Para poder adoptar esa decisión, el Juez de primera instancia hizo un análisis de la normativa aplicable al caso, concluyendo que “ningún reparo genera el diligenciamiento de la orden de comparendo en esos términos concebido, en tanto que el ciudadano fue divamente enterado del origen de la intervención policial, la presunta infracción que la originó, la sanción que podría afrontar y el procedimiento que seguía. (…) es claro para el Despacho que las apreciaciones del accionante para descalificar el primer aspecto de la actuación, relativo al procedimiento policial propiamente dicho, son infundadas, en tanto que estuvieron rodeadas de las garantías correspondientes”, sin embargo, dejó por sentado el A Quo que: “… sea cual fuere la causa, no se le ha dado el trámite pertinente a la orden de comparendo expedida por el Patrullero de la Policía Nacional, cuando es obligatorio que así se proceda por la autoridad competente, en este particular evento, la Inspección Veinte Municipal de Policía a la que le fue Asignado el Asunto… Quedó demostrado que conforme se le indicó al ciudadano Villamil Murillo, este se presentó en las instalaciones de las inspecciones, sin que se haya dado una razón valedera que justifique tal omisión por parte de la autoridad policiva administrativa…”.  
IMPUGNACIÓN:

Una vez enterado de la decisión de instancia, y encontrándose dentro del término legalmente previsto, el accionante presentó un escrito mediante el cual la impugnó. En dicho memorial presentó los siguientes argumentos: 
· Que el Juez de primer nivel, por petición suya, vinculó al presente asunto a la Alcaldía de Pereira para que se pronunciara, sin embargo, no se recibió ninguna contestación y ello no mereció ningún pronunciamiento por parte del Cognoscente.
· Que el Juez de primer nivel no practicó la totalidad de las pruebas que él pidió, ni tampoco explicó por qué no las consideraba pertinentes. 
· Que él pidió la nulidad de la orden de comparendo o medida correctiva Nro. 66-01-052912 pero nuevamente el Juez no dijo nada al respecto, y no solo esto, sino que también le dio la oportunidad al Inspector de Policía para que corrigiera su omisión y su “negligencia”, desconociendo con ello que los términos son perentorios, además dicho Funcionario no aportó prueba ni sumaria del acto administrativo que le concedió vacaciones y que justificara que él no estuviera presente el día en que el señor Reinaldo se acercó a manifestar su discrepancia en contra del comparendo, por ello considera que el Funcionario podría estar incurso en una falta grave de sus deberes, por no encontrarse en su despacho y no tener ninguna justificación.
· Que en la contestación presentada por el Inspector 20 Municipal de Policía se incurrieron en contradicciones, por ejemplo, al explicar la necesidad de recurrir al apoyo de más unidades Policiales para “prevenir que se viera afectada la integridad de los miembros policiales y ciudadanos que se encontraban en comportamientos contrarios a la convivencia que pudieron derivar en agresiones físicas”, señala el recurrente que esto no es cierto, dado que ni él ni la persona con la que discutía el día de los hechos representaban un peligro para la integridad de los agentes del orden.  

· Que si bien él firmó el comparendo, ello de ninguna manera constituye una aceptación del comportamiento endilgado. 

· Que el Juez en la sentencia concedió dos días al Inspector de Policía para que procediera a citar a las partes a audiencia, y nuevamente ese término fue desconocido, porque fueron citados tardíamente. 

Así las cosas, el accionante se ratificó en el derecho fundamental invocado como vulnerado. Seguidamente pidió que se practicaran una serie de pruebas, tales como: i) oficiar al Comandante de Policía del Departamento para que remita copia auténtica de todos los registros de voz efectuados por radioteléfono y cruzadas entre las diferentes patrullas policiales que se hayan generado con ocasión del procedimiento policial registrado el 28 de enero de 2020 entre 9 y 10 de la mañana. ii) Oficiar al alcalde de Pereira para que remita copia auténtica de la hoja de vida del Inspector de Policía y su secretaria, certifique que la persona que atendió el procedimiento era competente para hacerlo, certifique las funciones que debe cumplir el Inspector de Policía y su secretaria, y entregue copia auténtica de los registros de video efectuados por las videocámaras de la oficina de la UPV del día 28 de enero de 2020, entre las 8 de la mañana y las 12 del mediodía. 
El accionante ratificó las pretensiones formuladas desde el inicio. 

CONSIDERACIONES DE LA SALA:

1. Competencia: 

La Colegiatura se encuentra funcionalmente habilitada para desatar la impugnación interpuesta, de conformidad con los artículos 86 de la Constitución Política, 32 del Decreto 2591 de 1991 y 1º del Decreto 1983 de 2017. 

2. Problema jurídico: 

Acorde con los argumentos de disenso planteados por el recurrente en el recurso de impugnación, la Sala se encuentra ante el deber de dilucidar si hay lugar a revocar, por advertir que la misma es contraria a derecho.
3. Solución:  

La acción de tutela consagrada en el artículo 86 Superior, reglamentada por el Decreto Ley 2591 de 1991, es el mecanismo judicial desarrollado por el legislador para brindar a los ciudadanos colombianos la posibilidad de acudir sin mayores requerimientos a la protección directa e inmediata de los derechos fundamentales transgredidos por la acción o la omisión de las autoridades públicas, o de los particulares en los casos expresamente previstos en la ley, lográndose así que se cumpla uno de los fines del Estado, cual es garantizar la efectividad de los principios, derechos y deberes consagrados en la Constitución.

En el sub examine, el accionante considera quebrantados sus derechos fundamentales en el proceso de imposición de una orden de comparendo por parte de Uniformados de la Policía Nacional, y posteriormente por el Inspector de Policía a quien se le delegó por reparto el conocimiento del proceso verbal abreviado. 
En su escrito, el señor Reinaldo Antonio Villamil se dedicó a hacer un recuento normativo de los procesos conocidos como verbal inmediato y verbal abreviado, haciendo una mezcolanza de ambos, y haciendo alusión a sus motivos de inconformidad, porque no se le escuchó en descargos, porque no se le informó cuáles recursos procedían en contra de la orden de comparendo, entre otros. Es de anotar que el Juez de primer grado acogió parcialmente sus ruegos, estimando que el Inspector 20 de Policía había omitido dar inicio al trámite verbal abreviado, el cual era de su competencia, y debía adelantarse dentro de los 5 días siguientes a la imposición del comparendo, dado que la medida correctiva era de multa, por lo que la misma era de su competencia, según lo estatuido en los artículos 206
 y 223
 de la Ley 1801 de 2016. 
Frente a la queja del impugnante la Sala considera que no es necesario efectuar un estudio muy profundo para concluir y asegurar de manera anticipada que la decisión adoptada por el Juzgado de primer nivel estuvo ajustada a derecho, en primer lugar, porque en el caso del accionante no había lugar a adelantar un proceso verbal inmediato, y es que debemos tener en consideración que a voces del artículo 222 de la Ley 1801 de 2016, este solo se da cuando Uniformados de la policía advierten la comisión por parte de los ciudadanos de comportamientos contrarios a la convivencia, siempre que sean éstos sean de su competencia o de los comandantes de estación o subestación de Policía, y los comandantes del Centro de Atención Inmediata de Policía. Ahora bien, si el Uniformado que impone la orden de comparendo avizora que la infracción es de aquellas que son competencia de los Inspectores de Policía, no está avalado para agotar el proceso verbal inmediato, cuando en realidad el que se debe adelantar es el proceso verbal abreviado ante una autoridad distinta, pero ello no obsta para restarle validez a la orden de comparendo, la cual es perfectamente aplicable por los Policiales, según lo estatuido en el artículo 180 Ejusdem: 
“ARTÍCULO 180. MULTAS. Es la imposición del pago de una suma de dinero en moneda colombiana, cuya graduación depende del comportamiento realizado, según la cual varía el monto de la multa. Así mismo, la desobediencia, resistencia, desacato, o reiteración del comportamiento contrario a la convivencia, incrementará el valor de la multa, sin perjuicio de los intereses causados y el costo del cobro coactivo.

Las multas se clasifican en generales y especiales.

Las multas generales se clasifican de la siguiente manera:

Multa Tipo 1: Cuatro (4) salarios mínimos diarios legales vigentes (smdlv).

Multa Tipo 2: Ocho (8) salarios mínimos diarios legales vigentes (smdlv).

Multa Tipo 3: Dieciséis (16) salarios mínimos diarios legales vigentes (smdlv).

Multa Tipo 4: Treinta y dos (32) salarios mínimos diarios legales vigentes (smdlv).

(…) 

Cuando los Uniformados de la Policía Nacional tengan conocimiento de la ocurrencia de un comportamiento, que admita la imposición de multa general, impondrán orden de comparendo al infractor, evidenciando el hecho…”
Ahora bien, tras la imposición de una orden de comparendo de esta naturaleza, el accionante contaba con diversas opciones de solución, las cuales se encontraban a su arbitrio, remitámonos nuevamente al artículo 180 de la Ley 1801 de 2016: 
“Es deber de toda persona natural o jurídica, sin perjuicio de su condición económica y social, pagar las multas, salvo que cumpla la medida a través de la participación en programa comunitario o actividad pedagógica de convivencia, de ser aplicable. A la persona que pague la multa durante los cinco (5) días hábiles siguientes a la expedición del comparendo, se le disminuirá el valor de la multa en un cincuenta (50%) por ciento, lo cual constituye un descuento por pronto pago.

A cambio del pago de la Multa General tipos 1 y 2 la persona podrá, dentro de un plazo máximo de cinco (5) días hábiles siguientes a la expedición del comparendo, solicitar a la autoridad de policía que se conmute la multa por la participación en programa comunitario o actividad pedagógica de convivencia.

Si la persona no está de acuerdo con la aplicación de la multa señalada en la orden de comparendo o con el cumplimiento de la medida de participación en programa comunitario o actividad pedagógica de convivencia, cuando este aplique, podrá presentarse dentro de los tres (3) días hábiles siguientes ante la autoridad competente, para objetar la medida mediante el procedimiento establecido en este Código.”
Acorde con lo anterior, vemos que el accionante insiste en que su deseo era formular su desacuerdo en contra de la orden de comparendo, por ello, según se visualiza arriba, contaba con el término de 3 días hábiles para acudir ante el Inspector de Policía, sin embargo, resulta paradójico que con tanto ahínco el señor Reinaldo se refiera a que los términos son perentorios, y quiera desconocer que esa misma medida también aplica para él, entonces, si nos trasladamos al calendario, vemos que al ciudadano se le impuso una orden de comparendo el día 28 de enero de 2020, por ello, resulta claro que este debió acudir al inspector de Policía, si ese era en realidad su deseo, entre los días 29, 30 y 31 de enero, pero NO LO HIZO, pues como él mismo lo reconoce, se acercó a ese lugar el 3 de febrero hogaño. Si nos atuviéramos a lo anterior, y a la rigidez con la cual él pretende tratar los términos con los que cuentan terceras personas para resolver su asunto, sería él el único perjudicado, porque la orden (hipotéticamente) estaría ejecutoriada y no tendría alternativa distinta que la de pagar la multa impuesta. 

Afortunadamente aún se cuenta con una solución para zanjar el asunto, que es el agotamiento de la diligencia consagrada en el artículo 223 de la Ley de marras, y si bien es cierto el Inspector 20 de Policía también incurrió eventualmente en una mora para su realización, lo cierto es que no hay en este caso una solución diferente, pues bajo ningún concepto se puede nulitar una orden de comparendo proferida por una autoridad competente en el ejercicio de sus funciones y en contra de la cual el accionante bien pudo desplegar otras acciones en los términos arriba señalados, y se insiste, no lo hizo; además, la presunta mora endilgable al Inspector lo que eventualmente traería serían consecuencias de carácter disciplinario, por lo que si a bien lo tiene, y de persistir en su inquietud, el accionante podría acudir a la oficina de control interno de la Alcaldía y/o la Procuraduría, para que a solicitud suya se inicie una acción disciplinaria frente a dicho Funcionario.   
Finalmente, la Sala quiere recordarle al accionante que el Juez es el director de esta acción, de allí que el ejercicio probatorio que en este tipo de asuntos se adelante depende de su criterio, de aquello que en su sano arbitrio estime como necesario y pertinente para adoptar una decisión ajustada a derecho, recordemos que el artículo 230 Superior dota a los Jueces de la república de autonomía judicial e independencia en sus decisiones, así como de libertad interpretativa, al establecer que “… en sus providencias, sólo están sometidos al imperio de la ley”. Además, en el trámite tuitivo opera el principio de onus probandi incumbit actori, como así lo ha dejado por sentado la Corte: 
“Por regla general, la carga de la prueba le corresponde a las partes, quienes deben acreditar los hechos que invocan a su favor y que sirven de base para sus pretensiones. Este deber, conocido bajo el aforismo “onus probandi”, exige la realización de ciertas actuaciones procesales en interés propio, como la demostración de la ocurrencia de un hecho o el suministro de los medios de pruebas que respalden suficientemente la hipótesis jurídica defendida. De ahí que, de no realizarse tales actuaciones, según la jurisprudencia reiterada de esta Corporación, el resultado evidente sea la denegación de las pretensiones, la preclusión de las oportunidades y la pérdida de los derechos.”

“De esta forma, la libertad probatoria en sede de tutela es amplia, pero esto no significa que no exista una carga mínima de la prueba en cabeza de quien alega la vulneración de algún derecho fundamental, ya que las reglas probatorias generales aplican también para la acción de tutela. Es decir, si bien es cierto que basta al juez tener la convicción de la vulneración del derecho constitucional fundamental para ampararlo, también lo es que debe acreditarse en el expediente la transgresión, para que dicha protección constitucional se pueda obtener. (…). Así, en principio, quien alude un hecho tiene el deber de aportar los medios para convencer a la autoridad judicial de que en efecto ha sucedido o de aportar los elementos necesarios que sugieran razonablemente al juez la utilización idónea de sus poderes oficiosos en la prueba.” 

Acorde con lo dicho hasta ahora, la Sala estima que no es necesario entrar a hacer mayores pronunciamientos para concluir que la decisión del Juez de primera instancia fue ajustada a derecho, razón por la cual se le habrá de impartir el aval que corresponde. 

Por lo expuesto, la Sala Penal del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, administrando justicia en nombre de la República y por la autoridad de la Ley,

RESUELVE:

PRIMERO: CONFIRMAR el fallo de tutela proferido por el Juzgado 5º Penal del Circuito de Pereira, con ocasión de la acción de tutela instaurada por el señor REINALDO ANTONIO VILLAMIL en contra de la POLICÍA METROPOLITANA DE PEREIRA, de acuerdo con las razones expuestas en la parte motiva de esta decisión. 
SEGUNDO: NOTIFICAR a las partes por el medio más expedito posible y remitir la actuación a la Honorable Corte Constitucional, para su eventual revisión.

CÓPIESE, NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE.

MANUEL YARZAGARAY BANDERA

Magistrado

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

Magistrado

JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

Magistrado
� ARTÍCULO 206. ATRIBUCIONES DE LOS INSPECTORES DE POLICÍA RURALES, URBANOS Y CORREGIDORES. Les corresponde la aplicación de las siguientes medidas: … 6. Conocer en primera instancia de la aplicación de las siguientes medidas correctivas: … h) Multas”.


� ARTÍCULO 223. TRÁMITE DEL PROCESO VERBAL ABREVIADO. Se tramitarán por el proceso verbal abreviado los comportamientos contrarios a la convivencia, de competencia de los Inspectores de Policía, los Alcaldes y las autoridades especiales de Policía, en las etapas siguientes: 1. Iniciación de la acción. La acción de Policía puede iniciarse de oficio o a petición de la persona que tenga interés en la aplicación del régimen de Policía, contra el presunto infractor. Cuando la autoridad conozca en flagrancia del comportamiento contrario a la convivencia, podrá iniciar de inmediato la audiencia pública. 2. Citación. Las mencionadas autoridades, a los cinco (5) días siguientes de conocida la querella o el comportamiento contrario a la convivencia, en caso de que no hubiera sido posible iniciar la audiencia de manera inmediata, citará a audiencia pública al quejoso y al presunto infractor, mediante comunicación escrita, correo certificado, medio electrónico, medio de comunicación del que disponga, o por el medio más expedito o idóneo, donde se señale dicho comportamiento…”


� Sentencia T-074 de 2018


� Sentencia T-187 de 2009
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